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.2.5878 .Sala;l?ricn..e¡'a.·.sentenci~273/1993,.de 20 de.
.. septIembre 'de 1993.. 'Recurso· de. amparo
'694/1991. Contra Auto dictado' por la
'. Audiencia Provincial de San Sebastián resol-

o viendolecurso de queja contra diversos Autos
del Juzgado de Instrucción núm. 5 de San
Sebastián en diligencias previas. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: dere­
chos del imputado en el proceso penal abre­
viado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-RegueraJ.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 694/91, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Luis Pulgar Arro- 1

yo, en nombre y representación de doña Cristina Fontán
Villanu8va, contra el Auto de 1 de marzo de 1991. dic­
tado por la Sección Segundade la AU9iencia Provincial
de San Sebastián,resolviendo el recurso de queja
formulado por la actora contra diversos Autos del Juz­
gado de .Instrucción núm. 5 de San Sebastián en las
diligencias previas núm. 276/90. Han intervenido el
Ministerio Fiscal, la Sociedad «Cubiertas y MZOV, S. A.l),

don Joaquín Barbero Mariscal, don Manuel Cornejo Car­
mona y don Diego José Rodríguez Ponce, representados
por el Procurador don Luciano Rosch Nadal; y la entidad
«UAP Ibérica, Compañía Anónima de Seguros y Rea­
seguros», representáda.po~ la Procuradora doña Eisa
María Fuentes García y defendida por el Letrado don
Carlos Urrestarazo Rodrigo~ siendo Ponente el Magis­
trado don Fernando GarcÍé:l-Món y González-Regueral,
quien expresa el parecer de la Sala. .

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
27de marzo de 1991 , don Luis Pulgar ArroY9, Procu­
rador de los Tribunales, en nombre y representación de
doña Cristina Fontán Villanueva, interpone recurso de
amparo contra el Auto de 1 de marzo de 1991 dictado
por la Sección Segunda de la Audiencia provincial de
San Sebastián, en las diligencias p~evias núm. 276/90,
seguidasante el Juzgado de Instrucción núm. 5 de dicha
capital, por un delito de imprudencia temeraria en el
ámbito laboral. ., .

2. De la demanda de amparo se deducen los siguien­
tes hechos:

a) En el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Sarl
Sebastián se tramitaron las diligencias previas núm.
276/90, por un delito de -imprudencia temeraria a con­
secuencia de un accidente laboral acaecido en unas
obras de remodelación de un edificio. La hoy recurrente,
Arquitecta, fue autora del proyecto de rehabilitación del

. edificio y dirigía, en unión de su esposo, las obras al
tiempo de ocurrir el accidente.

b) Por Auto de 11 de mayo de 1990, el Juzgado
acordó seguir los trámites del procedimiento abreviado
y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 790.1
L.E.Crim., dio traslado de las aC,tuaciones al Ministerio
Fiscal' y a las acusaciones. En fecha 21 de mayo de
1990, el Ministerio Fiscal evacuó el trámite y presentó

escritQ' de,acul:;acióncontra distintas..personas, ,entre
;eUas'la hoyrepurrente,.Posteriormente, en Auto de13
de febrero de 1991, el Juzgado de Instrucción acordó
la apertura del juicio oral.

c) En fecha 24 de mayo de 1990 la hoy recurrente
se personó en las actuaciones penales con Abogado
y Procurador. Hasta dicha fecha no había sido citada
a declarar ni se le había informado de la existencia de
las actuaciones. En el escrito de personación la recurren­
te solicitó la nulidad de lo actuado a partir del Auto
de 11 de mayo de 1990, antes citado, por implicar dicha
resolución la apertura del juicio oral sin siquiera haber
sido oída, con infracción de lo dispuesto en los
arts. 118 de la L.E.Crim. y 24 de la Constitución.

d) Por Auto de 19 de julio de 1990, posteriormente
confirmado en Auto de 27 de noviembre de 1990, el
Juzgado declaró no haber lugar a la nulidad de actua­
ciones interesada al considerar, de una parte, que dicha
petición .sólo puede hacerse valer por el cauce de los
recursos ordinarios y extraordinarios, y, de otra, que la
actual regulación del procedimiento abreviado atribuye

. al Juez de Instrucción la facultad de decidir sobre la
súficiencia .de las diligencias existentes para entregar
las actuaciones a las partes con el objeto de formular
los escritos de acusación.

e) Formulado recurso de queja contra las anteriores
resoluciones ante la Audiencia Provincial de San Sebas­
tián, fue desestimado en Auto de 1 de marzo de 1991,
confirmatorio de los impugnados.

3. La representación de la recurrente considera que
la aplicación que el Juzgado de Instrucción ha hecho
en el presente caso de la L.O. 7/1988, de 28 de diciem­
bre -procedimiento abreviado- supone la violación del
derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.). Al respecto alega que, de conformidad
con los argumentos expresados en la STC 186/1990,
que enjuicia la conStitucionalidad del algunos apartados
de la L.O. 7/1988 [en concreto, el fundamento jurídi­
co 4. apartado A) y en el fundamento jurídico 7, párrafo
cuarto], es anticonstitucional instruir unas actuaciones
penales sin oír o tomar declaración a la persona que
sea presunta autora de los hechos enjuiciados antes del
escrito de acusación, e instruirle de sus derechos, que
es exactamente lo que ha ocurrido en el presente caso,
por constituir tal diligencia una garantía básica confi­
guradora de los principios de igualdad y contradicción
incluidos en el arto 24 de la C.E.

En atención a lo expuesto, solicita de este Tribunal
que otorgue el amparo, anule las resoluciones impug­
nadas· y declare el derecho de la recurrente a que se
le «instruya el procedimiento, acordándose como dili­
gencia inexcusable la de su propia declaración ante la
presencia judicial con anterioridad a que el procedimien­
to pu~de ser dirigido en su contra).Por otrosí, pide que
sesuspenda la tramitación de las actuaciones penales
entre tanto 'se resuelve el presente recurso de amparo.

4. Por -providencia de 30 de septiembre de 1991,
la Sección Primera (Sala Primera) acordó: admitir a trá­
mite la-demanda de amparo formulada por doña Cristina
Fontán Villanueva, sin perjuicio de lo que resulte de los
antecedentes; a .tenor de lo dispuesto en el arto 51 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, requerir aten­
tamente al Juzgado de Instrucci9n núm. 5 de San Sebas­
tián y a la Audiencia Provincial de dicha ciudad para
que en el término de diez días remitan, respectivamente,
testimonio de las diligencias previa.§ núm. 276/90 y del
rollo 300/90, interesándose al propio tiempo el empla­
zamiento de cuantos han sido parte en el proceso judicial
antecedente, excepto la recurrente en amparo, para que
en el plazo de diez días pudieran comparecer en ~I pro-
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ce~oconstitlJciQnal; y,;de conformidad con lo interesado
por~Ia, parte reclJrrente, formar. Ja .oportuna pieza' sepa­
rada de suspensión.

5. Por Auto de 14 de octubre de 1991, la Sala acor­
dó suspender la ejecución del Auto dictado el 13 de
febrero de 1991, por el Juzgado de Instrucción núm.

,5 de San Sebastián. en el procedimiento abreviado dima-
nante de las diligencias previas núm. 276/90, en lo que
se refiere a la apertura del juicio oral respecto de la
demandante del presente recurso. doña Cristina Fontán
Vil1anueva.

6. Por providencia de 16 de diciembre de 1991.
laSeccíón acordó tener por reCibidas las actuaciones
remitidas por la Audiencia Provincial de San Sebastián
y el Juzgado de Instrucción núm. 5 de dicha capital;
tener por personada y parte .en nombre y representación
de la Sociedad ({Cubiertas y MZOV. S. A.)), y tres más.
al Procurador señor Rosch Nadal; y, a tenor de lo dis­
puesto en el arto 52 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional. dar vista de todas las actuaciones del
presente recurso de amparo por un plazo común de vein- '
te días al Ministerio Fiscal y a los Procuradores señor~s

Pulgar Arroyo y Rosch Nadal, para que dentro de dicho
término puedan presentar las alegaciones que a su dere­
cho convengan.

7. Por providencia de 10 de febrero de 1992,' la
Sección acordó tener por recibido escrito de la Procu­
radora señora Fuentes García, a quien se tiene por per­
sonada y parte en nombre y representación de la Entidad
({UAP Ibérica, Compañía Anónima de Seguros y Rea­
seguros)). Asimismo, conceder a la citada Procuradora
un plazo de diez días, para que dentro de dicho término
presente el poder que acredite su representación, del
que solamente aporta copia simple, y certificación acre­
ditativa de la fecha del empt~zamientoa su representada,
para comparecer en este prqceso constitucional.

i

,'8.. Por providencia de 2' de marzo de 1992, la Sec­
ción tuvo por' recibidos los escritos de alegacion'es del
Ministerio Fiscal y del Procurador señor Pulgar Arroyo;
y tener por recibido también el escrito de la Procuradora
señora Fuentes García, con el poder que le acompaña,
'el que.se le devolverá previo cotejo y testimonio en autos,
y apareciendo en las actuaciones recibidas del Juzgado
de Instrucción núm. 5 de San Sebastián que-la repre­
sentación legal de la Entidad ({UAP Ibérica)) fue empla­
zada para comparecer en el presente recurso de ar'nparo
el 21 de noviembre de 1991, y la personación ante
este Tribunal se realizó el 31 de enero de 1992, trans­
curridocon exceso el plazo concedido de diez días para
tal fin y también el concedido por este Tribunal a las
partes para formular alegaciones, conforme a lo precep­
tuado enel art.52 de la Ley Orgánica del Tribunal Cons-

o titucionali queda el. presente recurso concluso y pen­
diente de señalamiento para deliberación y votación para
cuando por turno corresponda.

9.' Por medio de escrito registrado en este Tribunal
el 21 de enero de 1992, el Fiscal ante el Tribunal Cons­
titucional formula las alegaciones pertinentes. En él se
señala que el órgano judicial no cumplió con las pre­
visiones del procedimiento abreviado (art. 789.4
L.E.Crim.) a pesar de que la actora aparezca en las actua­
ciones como encargada con otro Arquitecto de la direc­
ción facultativa de las obras y se llame a declarar con
las advertencias legales al otro técnico y a todos los
que intervienen en dicha obra. El Juez no llama a declarar
a la recurrente ni le comunica por ello su condición de
imputada, como hace con los demás participantes, ni
por tanto le hace las advertencias legales respecto a

'. su.derecho ·00; defensa ty;en,· consecuencia: no;puede
presentarpA.Jebaalguna ni intervenirérl'las practicadas.

Señala el Fiscal que el ,Juez abre el procedimiento
abreviado, sin oír ala· recurrente en amparo, da vista
a las acusaciones, que califican y dirigen la acusación
contra la actora, y, en consecuencia, abre el juicio oral.
De aquí se deduce que la recurrente no adquiere la con­
dición judicial de imputada con las consecuencias legales
de conocer la acusación, nombrar o que le designen
Abogado defensor, solicitar pruebas o diligencias y con­
currir a las propuestas por la acusación y hacer las peti­
ciones legales. El órgano judicial abre el juicio oral contra
ella de manera procesal y, legalmente sorpresiva. El
incumplimiento de la normativa legal cercena y desco­
noceel derecho de defensa constitucional produciendo
la indefensión de la solicitante de amparo que se encuen­
tra con una acusación penal y un juicio oral sin haber
tenido la más mínima posibilidad de ejercitar su derecho
de defensa a lo largo de la fase instructora.

Existe, a juicio de.l Ministerio Fiscal. una situación de
indefensión que crea .el Juez al incumplir las prescrip­
ciones legales en la fase preparatoria del proceso penal,
impidiendo a la recurrente la participación en dicha fase.
De ello se desprende la, realidad de la violación del
art 24.1 de la Constitución pórqúe la omisión y la acti­
vidadprocesal posterior del órgano judicial ha producido
la indefensión de la actora. En consecuencia, el Fiscal
interesa que se dicte Sentencia estimando el recurso
de amparo. .

10. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
15 de enero de 1992, la representación de la actora
reitera los argumentos expuestos en su escrito de inter­
posición de la demanda de amparo.

11. Por providencia de 14 de septiembre de 1993,
se fijó el día 20 del mismo mes para la deliberación
y votación de 'Ia presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos
, '

. 1. La cuestión planteada en el presente recurso de
amparo consiste en determinar si en la tramitación del
procedimiento abreviado núm. 61/91, incoado por el
Juzgado de Instrucción núm. 5 de San Sebastián, que
dictó Auto el 13 de febrero de 1991 decretando la aper­
tura del juicio oral. se ha infringido el. derecho cons­
titucional de defensa (art. 24.1C.E.). Por tanto~ aun cuan­
do el recurso de amparo se dirige formalmente frente
al Auto de la Audiencia Provincial, ha de entenderse
que el recurso se dirige también contra los Autos del
Juzgado de Instrucción por ser los que dan origen a
las infracciones denunciadas en este proceso cons­
titucional.

Ante todo, es menester delimitar el alcance y sig­
nificado de la infracción denunciada. En este sentido,
la recurrente consideré! que él Auto impugnado vulnera
el derecho constitucional de defensa, pues, a su júicio,
dicha lesión constitucional se produce al omitir el Juz­
gado ir'lformarlede su condición de imputada y los dere­
chos que por ello le asistían, así como al no permitírsele,
antes de dictarse dicha resolución que disponía la aper­
tura del' juicio oral, alegar lo que estimara pertinente
en relación con la acusación con olv.ido de los principios
de igualdad, contradicción y bilateralidad.

2. Es doctrina consolidada de este Tribunal (SSTC
135/1989 y 186/1990) la de que la vigencia del dere­
cho constitucional de defensa en el ámbito del proceso
penal abreviado conlleva una triple exigencia: a) en pri­
mer lugar, y a fin de evitar acusaciones sorpresivas de
ciudadanos en el juicio oral sin que se les haya otorgado
posibilidad de participación alguna en la fase instructora,
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la- de-que nadie puede ser acusado sin haber sido, con
anterioridad, declarado judicialmente imputado, de tal
suerte que la ínstrucción judicial ha de seguir asumiendo
su clásica función de determinar la legitimación pasiva
,en el proceso penal (art. 299 L.E.Crim.), para lo cual
ha de regir también en este proceso una correlación
exclusivamente subjetiva entre la imputación judicial y
el acto de acusación; b) en segundo lugar, y como con­
secuencia de lo anterior, nadie puede ser acusado sin
haber sido oído por el Juez de Instrucción con ante­
rioridad a la conclusión de las diligencias previas, garan­
tía que ha de realizarse en este proceso penal como
consecuencia de la supresión del Auto de procesamiento
y que se plasma en la necesidad de que no pueda c1au­
surarse una instrucción (a salvo, claro está, que el Juez
adopte una resolución de archivo o de sobr~se:imiento)

al menos sin haber puesto el Juez en conOCimiento del
imputado el hecho punible objeto de las diligencias pre­
vias, haberle ilustrado de sus derechos y, de modo espe­
cial, de la designación de Abogado defensor y, frente
a la imputación contra él existente, haberle permitido
su exculpaciói1enla «primera comparecencia» prevista
en el arto 789.4 LECrim.; y c) no se debe someter al
imputado al régimen de las declaraciones testificales
cuando, de las diligencias practicadas, pueda fácilmente
inferirse que' contra él existe la sospecha de haber par­
ticipado en la comisión de un hecho punible, bien por
figurar así en cualquier medio de iniciación del proceso
penal, por deducirse del estado de las actuaciones o
por haber sido sometido a cualquier tipo de medida cau­
telar o acto de imputación formal (art. 118.1 y 2
L.E.Crim.), ya que la imputación no ha de retrasarse más
allá de lo estrictamente necesario, pues estando ligado
el nacimiento del derecho de defensa a la existencia
de la imputación (art. 118 L.ECrim.), se ha de ocasionar
la frustración de aquel derecho fundamental si el Juez
de Ihstrucción retrasa arbitrariamente la puesta en cono­
cimiento de la imputación, razón por la cual dicha actua­
cipn procesal habría de estimarse contraria al arto 24
CE y, por ende, acreedora de la sanción procesal de
la «prueba prohibida» (art. 11.1 L.O.P.J.).

La fase instructora exige como ineludible presupuesto
la existencia de una notitia criminis que en ella ha de
ser investigada (arts. 299 y 300 L.ECrim.), sin que pueda
el Juez de Instrucción, mediante el retraso de la puesta
de conocimiento de la imputación, eludir que el sujeto
pasivo asuma el status de parte procesal tan pronto como
exista dicha imputación en lu instrucción efectuando una
investigación sumarial a sus espaldas, todo ello, natu­
ralmente, sin perjuicio de la obligación del Juez de garan­
tizar los fines de la instrucción mediante la adopción,
en los casos que los legitiman, del secreto sumarial o
de la incomunicación del procesado (SSTC 128/1993,
129/1993 y 152/1993).

Todo ello no es más que consecuencia de que, entre
las garantías que incluye el arto 24 de la C.E para todo
proceso penal, destacan, por ser consustanciales al mis­
mo, los principios de contradicción y de igualdad de
armas procesales. Según constante y reiterada doctrina
de este Tribunal (entre otras muchas, SSTC 76/1982,
188/1984,27/19~5,109/1985,47/1987, 155/1988
y 66/1989), eJart. 24 de la C.E, en cuanto reconoce
los derechos a un proceso con todas las garantías y
a la defensa, ha consagrado, entre otros. los citados
principios de contradicción e igualdad, garantizando el
libre acceso de las partes al proceso en defensa de sus
derechos e intereses legítimos. Ello impone la necesidad,
en primer término, de que se garantice el acceso al pro­
ceso de toda persona a quien se le atribuya, más o menos
fundadamente, un acto punible y que dicho acceso lo
sea en condición de imputada. para garantizar la plena
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efectividad del derecho a la defensa y evitar que'plJedan
producirs"e contra ella, aun en la fase de instrucción judi­
cial, situaciones materiales de indefensión (SSTC
44/1985 y 135/1989). .

3. La aplicación de la doctrina anterior al caso ahora
contemplado ha de llevarnos a la estimación del presente
recurso de amparo. En efecto. de la lectura de las actua­
ciones se desprende que éstas se iniciaron mediante
atestado de la Guardia Municipal de San Sebastián, que
comunicó al Juzgado el derrumbamiento parcial del anti­
guo edificio de la Escuela de Ingenieros, que se encon­
traba en obras de rehabilitación. y a consecuencia del
cual falleció un trabajador y resultaron con diversas lesio­
nes otros tres, incoándose las diligencias previas núm.
276/90 por el Juzgado de Instrucción núm. 5de San
Sebastián. Concluida esta fase procesal, el Juzgado dicta
Auto el 11 de mayo de 1990 dando traslado de las
actuaciones al Ministerio Fiscal y a las acusaciones par­
ticulares. El 21 de mayo de 1990 el Ministerio Fiscal
formula acusación contra diversas personas, entre ellas
la actora; ésta, el 24 de mayo de 1990, se persona
en las diligencias previas solicitando se le tenga como
parte, así como la nulidad de las actuaciones desde el
momento anterior al Auto de 11 de mayo de 1990.
El Juzgado dicta providencia el 4 de julio de 1990 tenien­
do por personada y parte a la actara. Los Autos pos­
teriores del Juzgado y de la Audiencia. reseñados en
los -antecedentes de esta Sentencia, coinciden en dene­
gar la nulidad de actuaciones. dictándose finalmente el
13 de febrero de 1991 Auto por el que se acordaba
la apertura del juicio oral. -

De esta manera. y como resalta el Fiscal ante el Tri­
bunalConstitucional, la actora se encuentra con una
acusación de la que no ha tenido oportunidad de defen­
derse con anterioridad en calidad de imputada. Es claro,
pues, que al omitirse por el órgano judicial trámite pro­
cesal de tanta relevancia. como es el de que la hoy
recurrente adquiriera la condición de imputada, y clau­
surar la instrucción. sin haberle ilustrado de sus derechos
y sin siquiera haberla oído en dicha condición, se ha
producido la indefensión alegada por la actora y, ~n ~9n­

secuencia, se ha vulnerado el arto 24 de la Constltuclon.

4. En definitiva, el Juzgado de Instrucción infringió
el derecho fundamental de defensa. lo que ha de originar
una declaración del Tribunal Constitucional reconocien­
do la vulneración de dicho derecho constitucional. Pero
este reconocimiento no es suficiente para restablecer
el derecho de defensa. porque esta vulneración forma
parte integrante de una situación más compleja de .inde­
fensión creada por el órgano judicial al incumplir las
preséripciones legales en la fase preparatoria del proceso
penal y esta situación de indefensión solo puede res­
taurarse declarando la nulidad de todo lo actuado apartir
del momento anterior al Auto de conclusión ae las dili­
gencias previas, a fin de que por- el Juez si procede
se cite de comparecencia ala recurrente en calidad de
imputáda en la forma legal y con los efectos con­
secuentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓÑ
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

1.° Reconocer a la recúrrente el derecho constitu-
cional de defensa. -

2.° Anular los Autos de 11 de mayo de 1990 y
posteriores dictados por el Juzgado de Instrucción núm.
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5 deSanSebastián. así como el dictadQ por ~a Audiencia
ProvinciaL, de ,dicha ciudad ,el 1 de marzo de 1991.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento anterior
a dictarse el Auto de conclusión de las diligencias previas.
a fin de que por el Juez. sr lo estima procedente. se'
cite de comparecencia a la recurrente. en calidad de
imputada. y se le ilustre de sus derechos constitu­
cionales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

D,ada en Madrid. a veinte de septiembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen-

'dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.
Firmado y rubricado.

\

,25879 Sala Segunda. Sentencia 274/1993, de 20 .
de septiembre de 1993. Recurso de amparo
757/1991. Contra Auto de la Sala de lo Social
del T.S.J. del País Vasco desestimando recur­
so de súplica interpuesto contra Auto de inad­
misión de recurso de suplicación dictado por
ese mismo Tribunal. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: exigencias
del arto 180.5 de la L. P.L.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez B.ereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

. \
,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm._757/91. interpuesto
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social;repre­
sentado por el Procurador de los Tribunales don José
Granados Weil y asistido del Letrado don Juan Manuel
Saurí Manzano. contra el Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. de 26
de febrero de 1991. que desestima el recurso de súplica
interpuesto contra el Auto de inadmisión del recurso
de suplicación dictado por ese mismo Tribunal. Ha com­
parecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Julio Diego Gonzalez Campos. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1.. El 10 de abril de 1991 tuvo entrada en el registro
eje este Tribunal un escrito de don José Granados Weil.'
Procurador de los Tribunales. quien en nombre y repre­
sentación del Instituto Nacional de la Seguridad Social
(INSS). interpone recurso de amparo contra el Auto dic­
tado por el Tribunal Superior de Justicia (T.S.J.) del País
Vasco que desestima el recurso de súplica interpuesto
contra la inadmisión del recurso de suplicación dictado
por ese mismo Tribunal.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes
antecedentes:

a) Interpuesta demanda contra el INSS en solicitud
de prestaciones, por el Juzgado de lo Social' núm. 6
de Vizcaya se dictó Sentencia en fecha 14 de febre­
ro de 1990. por la que se condenó al INSS al abono
de un subsidio temporal. con una duración máxima de
doce mensualidades. con efectos desde el 1 de diciem­
bre de 1987.

La Sentencia indicaba que. en el caso de que la Enti­
dad gestora interpusiera recurso de suplicación. sería
necesario aportar certificación acreditativa de que
comenzaba y proseguiría el pago de la prestación duran­
te la sustanciación del recurso (ex arto 180.5 de la Ley
de Procedimiento Laboral de 1980).

b) Disconforme con la anterior resolución. el INSS
interpuso el correspondiente recurso de suplicación.

El recurso fue inadmitido por Auto de 14 de noviem­
bre de 1990. dictado por la Sala de lo Social del T.S.J.
del País Vasco. al constatar el incumplimiento de lo pro­
clamado en el arto 180.5 de la Ley de Procedimiento
Laboral (L.P.L.) y considerar que la n.o aportación de la
certificación determina la inadmisión del recurso. tenien­
do por desistida a la parte re:;urrente.,

c) El Auto de inadmisión fue recurrido en súplica
y la pretensión fue nuevamente desestimada mediante
Auto de 26 de febrero de 1991 en el que se declaro
que «el fallo de la resolución recaída en la instancia con­
denó a la Entidad recurrente al abono de una prestación
temporal. cuyo cumplimiento es de tracto sucesivo. sin
que la conversión de facto en una cantidad al tanto alza­
do -al haberse producido los vencimientos de todas
las mensualidades que comprende- desvirtúe la obli­
gación que el arto 180.5 L.P.L. impone' a la Entidad ges­
tora; la circunstancia' descrita en modo alguno puede
perjudicar al beneficiario. ajeno a la duración en el tiempo
del proceso. ni es bastante para exonerar a la expresada
Entidad gestora». '

3. El recurso de amparo se dirige contra el Auto
que resuelve el recurso de súplica, Se invoca el arto 24
C.E.• que se entiende vulnerado al haber sido denegado.
de forma infundada o arbitraria. el acceso al recurso
de suplicación. debido a una interpretación excesivamen­
te formalista. enervante y arbitraria de los preceptos en
juego.

Según la Entidad gestora. la interpretación efectuada
por el órgano judicial del arto 180.5 L.P.L. se ajusta a
la literalidad del precepto en cuanto que el INSS fue
condenado al pago de un subsidio en favor de familiares
y no certificó -al anunciar el recurso de suplicación­
que comenzaba el pago de la prestación reconocida.
Pero. atendiendo a las circunstancias concretas del caso.
en el que la Sentencia otorgaba a los beneficiarios el
derecho a percibir un subsidio temporal que ya había
devengado en el momento del reconocimiento judicial.
la Entidad gestora no tenía que aportar la certificación
comprometiéndose a abonar las cantidades atrasadas.
plJes en tal supuesto se haría inútil el recurso. toda vez
que las prestaciones se consolidan y el beneficiario no
tiene obligación de devolverlas aunque se revoque la
Sentencia que las reconocía: En refuerzo de su argu­
mentación cita jurisprudencia del Tributral Supremo. del
extinto Tribunal Central de Trabajo y de la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluñá.

4. Mediante providencia de 30, de septiembre
de 1991. la Sección Tercera de este Tribunal concedió
a la Entidad recurrente y al Ministerio Fiscal. en aplicación
de lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC. el plazo común
de diez días para que formulasen alegaciones sobre la
posible concurrencia de la causa de inadmisión a que
se refiere el art. 50.1 c) de la citada Ley Orgánica. por
cuanto la demanda podría carecer ,manifiestamente de


